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RESOLUCION FINAL

L INTERVINIENTES

Denimciante: Presidencia de la Defensoría del Consumidor

Presidencia

—en adelante la

Proveedora denunciada: SERVIFRUT CMG, S.A. de C.V.

IL ANTECEDENTES Y HECHOS DENUNCIADOS

La Presidencia expuso, en síntesis, que en el ejercicio de la potestad conferida en el art. 58 literal

b) y f) de la LPC, el día cinco de octubre del año dos mil veístitrés el Gobierno d.e El Salvador por

medio de^está Defensoría activo operativos de inspecctón a nivel nacional para prevenir el alza

injustificada y especulaclGnes de precios de los productos de consiímo alimenticios como verduras,

frutas y hortalizas ante el bloqueo interno que se registró en las vías de comunicación terrestre de la

República de Guatemala, para lo cual se realizó el requerimiento de Iníormación a la proveedora

SERVIFRUT CMG, S.A. de C.V., ubicado en

, del municipio y departamento de San Salvador, a fin de verificar la

comercialización de tomate, repolio, plátano, aguacate, zanahoria, papa, chile verde, cebolla (blanca,

amarilla, morada o roja), gOisqui! criollo, yuca, otras frutas y verduras en sus diferentes variedades,

marcas y presentaciones, eoiTespondiente al período entre el 01/09/2023 y la fecha d.e la inspección.

En razón de lo anterior, en fecha 26/10/2023 se le notificó a la proveedora por medio del acta de

inspección general con referencia SS2 i 72/2023 -cuyo original y su respectiva constancia de

notificación se ubican a folios 4 y 5 de! expediente-. En el mismo se le solicitó proporcionar:

a) Brindar el nombre de} proveedor que le abastece (nombre, dirección, íeiétono y email), ios;

principales clientes (nombres, direcdón, teléfono y etnail), así como, el precio de venta en la

presente fecha y el precio de venta por cada semana, de cada «no de los productos dentro del

periodo entre el 01 de septiembre de 2023 a la fecha de la Inspección (por variedad, marca y,

presentación);

b) Solicitar para cada producto por variedad, marca y presentación la docurnentación (recibos. |

facturas y/o comprobantes de crédito fiscal) por las ventas; así como, requerir fotocopia del

comprobante de la última venta y fotocopia de un comprobante de venta por semana por cada

producto según variedad, marca y presentación;
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c) Solicitar el Kardex valorizado de cada producto por variedad, marca y preseatacióo ea digital

fonaatG Excel edltable correspondieaíe al período entre el treinta y uno de agosto de dos mil

veintitrés y la fecha de la inspección; y,

d) Remitir la dirección de las bodegas, oficinas o establecimientos donde comercializa los

productos inspeccionados.

No obstante, la información no fue remitida en el plazo otorgado, señalando la denunciante que

con dicha conducta, la proveedora evidenciaba un incumpíimiento al artículo 7 letra h) de la LPC, en

el que se establece el deber de colaboración de los proveedores para el cumplimiento de las funciones

de ia Defensoría del Consumidor —en adelante DC---, ya que no entregó la información requerida

en el plazo establecido, la cual guarda relación con lo estipulado en el artículo 44 letra f) del referido

cuerpo legal, que preceptúa como Ineumplímienío el mgarse a simtinistpar información requerida

por la Defensoría del Consumidor, inífaccióo que se califica como muy grave.

íÑímccióN atribuidaTelement

Según se consignó en el auto de inicio (folios 10-12), a la proveedora denunciada se le imputó la

comisión de la infracción muy grave prevista en el artículo 44 letra t) de la LPC, coixespondiente a

la conducta de haber negado la ínfonnación requerida en cumplimiento de las funciones de

información, vigilancia e inspección de la Defensoría de! Consumidor. Por lo anterior, este Tribunal

desarrollará ¡a configuración de la infracción y sus elementos.

En primer lugar, debemos tener claro que el término «Negarse» a que hace referencia la ley,

puede entenderse como la contestación negativa, expresa o tácita a un requerimiento, asimismo el

término «Obstaculizar» a que hace referencia la ley, puede entenderse como impedir o dificultar la

consecución de un propósito de la Administración, en ambos casos con el ánimo de ocultar un

beneficio ilícito. Partiendo de ia anterior premisa, la presente infracción desarrolla varias conductas

iiícitas, entre las que pueden mencionarse respecto del supuesto "(...) Obstaculizar las funciones de

información, vigilancia e inspección de la Defensoría del Consumidor, o " cuando la proveedora (i)

m permite el ingreso a los delegados de la Defensoría del Consumidor al estabiecímiento con el

objetivo de verificar el cumpíimiento de las obligaciones que la LPC ie impone; así como en los

casos que ia proveedora (ii) entrega de forma extemporánea la información que le ha sido requerida

por los delegados o por la Presidencia de la Defensoría de! Consumidor; así como en los casos que

la proveedora (iii) entrega deforma incompleta p negligente la información que le ha sido requerida

por tos delegados o por ía Presidencia de la Defensoría del Consumidor.

Respecto de! supuesto "(■ ■•) Negarse a suministrar datos e .información requerida en
cumplimiento de tales funciones", sucede cuando la proveedora (i) omite entregar la información o



documentadén que le ha sido requerida por los delegados ai momento de la inspección, o por la

Presidencia de la Defensoría a través de ios oficios que envía con motivo de las alertas generadas por

otras instituciones .en relación a ciertos productos sin ninguna cansa que le justi fique; o bien cuando

la proveedora (ii) expresamente se míegue emtregar ía información o documenímién, en cuyo caso

la proveedora alegará los rnotivos por los cuales se niega a realizar la entrega de información

requerida.

Conforme a lo establecido en el artículo 44 letra ,t) de la LPG, constituye infracción muy grave:

"Obstaculizar las fimciones de información, vigilancia e inspección de la Defensoría del

Consumidor, o Negarse a suministrar datos e información requerida en cumpiimienío de tales

funcmnes " (resaltado es propio).

En lo que respecta a esta infracción debe mencionarse que tiene por finalidad proteger los

derechos d.e los consumidores a fin de procurar equilibrio, certeza y seguridad Jurídica en sus

relacio,nes con los proveedores:. Consecuentemente, la miela de ios .referidos derechos tequiere de

herramientas concretas que permitan hacerlos efectivos, tales como las, facultades de verificación y

vigilancia sobre el cumplimiento de dicha norma jurídica. En ese. sentido, la, ley de la materia prevé

en el artículo 58 letra f) que la Defensoría del Consumidor pueda realizar inspecciones, auditorias y

requerir información a los proveedores.

En ese contexto, la Defenso.rfa de! Consumidor puede requerir de los p;roveed.ores la informacicm

que se considere pertinente, con el objeto d.e verificar si se está mnípiiendo con ¡a ley, y de esa forma

garantizar la efectiva profe£;'Cíó.n de ¡os derechos de los consumidores. Por consiguie.ote, de acuerdo,

a lo establecido en el artículo 7 letra h) de la LPC, es obligación de los proveedores "Proporcionar

a la Defensorio del Consumidor la información que ésta les requiera para cumplir eficientemente

sus Junciones".

No proporcionar dicha informaGión. o hacerlo de manera extem.pQránea supone una difículta.d

para que la administració.n realice las funciones que por ley tiene enGomendadas; es decir, con dicha

omisión se impide el ejercicio de una potestad l&gkimammte conferida, lo cual, como co.D.secuenc.ia,:

dificulta la tutela efectiva de los derechos e intere.ses de los consumidores.

Por ello, la LPC en :SU artículo 44 letra íí) lo tipifica como: infracción muy grave: "Obsiactdizar

¡as fimeiones de infórmacmn, vigilancia e inspección de la Defemoría del Consumidor, o Negarse a

suministrar datos e información requerida en cumpUmienío de tales funciones" (fesalíado es

propio).

'"í\h '"'''coFrESTAClSÑDEÍXmdVEE.DdRA'M
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Se siguió eT procedimiento consignado en el artÍGuío i44-A de la LPC, respetando la garantía de

audiencia y el derecho de defensa de la proveedora SERVIFRUT CMG, S.A. de C.V., pues en

resolución de fs. 10 al 12 se le concedió el plazo de cinco días hábiles contados a partir del siguiente

al de la notificación de dicha resolución, para que incorporara por escrito sus argumentos de defensa

y presentara o propusiera la práctica de pruebas que estimara cciwenlente, la cual fue notificada a la

misma en fecha 19/11/2024 (fs. 13).

Sin embai-go, a pesar de haber sido notificado en legal fomia el inicio del presente procedimiento

administrativo sancionador, ha transcurrido el plazo otorgado a la denunciada para comparecer

mediante escrito de contestación, sin que a la fecha de esta resolución se haya mcorporado

conLestackSn alguna, por lo cual, no se controvirtieron los hechos atribuidos al mismo.

Es así, que, en el estado actual de la sustanciación del presente procedimiento, este Tribunal debe

pronunciarse sobre la conducta imputada a la denunciada- sobre la base de la documentación

probatoria que consta en el expediente de mérito, aún sin la intervención de la proveedora.

"  Vb V.4LOR^:iON DE LA pMiEB,^HECHOS PROBADOS

1. De conformidad con los artículos 146 de la LPC y 106 inc. 3° de la Ley de Procedimientos

Administrativos en adelante LPA-—, las pruebas oportunas, pertinentes y conducentes aportadas

en el procedimiento, serán valoradas confomie a las reglas en los cuerpos normativos antes

mencionado-s, para determinar los hechos probados relacionados con la comisión de la infracción

reguladá sn el artículo 44 letra f) —vigente al momento que sucedieron los hechos-- de la LPC.

.4, Al respecto, el artículo 146 de la LPC establece que en los procedimientos ventilados ante este

Tribunal serán admitidos los medios de prueba reconocidos en el derecho común —en lo que fuere

aplicable con la naturaleza de este—y los «160108 eientífícos idóneos. Asimismo, en el inciso final

del referido artículo se dispone que las pruebas aportadas en los procedimientos ante este Tribunal

serán %'aloradas según las reglas de la sana crítica, que están basadas en la lógica interpretativa, las

máximas de la experiencia y ios conocimientos científicos idóneos. En el mismo sentido regula la

paieba, el artículo 106 incisos I® y 3° de la Ley de Procedimientos Administrativos, en adelante LPA.

El artículo 313 del Código Procesal Civil y Mercantil —en adelante CPCM-—, de aplicación

supletoria en el presente procedimiento según lo dispuesto en los artículos 167 de la LPC y 106 inciso

1® de la LPA, señala que la prueba tendrá por objeto las afinnaciones expresadas por las partes sobre

los hechos controvertidos; prueba que debe haber sido obtenida de forma lícita, estar relacioo.ada coii

el objeto de la misma y ser idónea según las reglas y criterios razonables. En otras palabras, pa};a que

lina prueba sea valorada debe ser oportuna, pertinente y conducente.



Dicho esto, el artícuio 106 inc. 6° de la LPÁ dispone: "Los documentos formalizados por los

ftmcionari&s a los que se reconoce la condición de autoridad y en los que, observándose los

requisitos legales correspondientes se recojan los hechos constatados por aquellos, harán prueba de

estos salvo que se acredite lo contrarío

Además, el ártículo 341 del CPCM determina el valor probatorio de ios instrumentos, así: '"Los

instrumentos públicos constituirán prueba fehaciente de hs hechos, actos o estado de casas que

documenten; de lafecha ypersonas que intervienen en el mismo, así como delfedatario o Juncionario

que lo expide. Los insírumentos privados hacen prueba plena de su contenido y otorgantes, si no ha

sido impugnada su autenticidad o ésta ha quedado demostrada. Si no, quedó demostrada tras la

impugMación, los instrumentos se valorarán conforme a las reglas de la sana críticíf. (resaltado

es propio).

Finalmente, el artículo 63 del Reglamento de la LPC, viene a reforzar lo estipulado en e! derecho

común ai establecer: La.s actas mediante las cuales los funcionarios de la Defensoría hagan constar

las actuaciones que realicen, harán fe, en tanto no se demuestre con prueba pertinente y suficiente

su inexactiiud o falsedad. E, r or ¡o valor probatorio tendrán los informes y otros documentos que

emitan ¡os funcionarios y emp„.^yú>s de la Defensoría, en el ejercicio de sus funciones.

Así las cosas, este Tribunal valorará la prueba de eohformidad a los métodos aceptados en el

ordenamiento jurídico, para posteríonTiente detenuinar si en el presente proce-dimiento se ha

configurado la infracción consignada an el fiitículo 44 letra f) de la LPC, por negarse a proporcionar

la información requerida en el ejercicio de las funciones de información, vigilancia e inspección de

la Defensoría del Consumidor.

2. Constan en el expediente administrativos los siguientes medios de prueba:

á) Requériíniento de Información SS172/2023 (ís. 4-3) de fecha 26/10/2023, por medio del cual se

establece que la Defensoría del Consumidor !c scliciio a !a proveedora SFRVIiULT CMG, S A. de

C.V., la siguiente informaeióo: 1) Brindar el nombre del proveedor que le abastece (nombre,

dirección, teléfono e email), los principales clientes (nombres, dirección, teléfono e email), así como,

el precio de venta en la presente fecha y el precio de venta por cada semana, de cada uno de los

productos dentro de! período entre el 01 de septiembre de 2023 a la fecha de la inspección (por

variedad, marca y presentación); 2) Solicitar para cada producto por variedad, marca y presentación

la docúrnentaeión (recibos, facturas y/o comprobantes de crédito tlscal) por las ventas; así como,

requerir fotocopia de! comprobante de la última venta y fotocopia de un comprobante de venta por

semana por cada producto según variedad, marca y presentaGión: 3) Solicitar e! Kardex valorizado

de cada producto por variedad, marca y presentación en digital formato Excel editable



correspondiente a! período entre el treinta y uno de agosto de dos mil veintitrés y la fecha de la

inspección; y, 4) Remitir la dirección da las bodegas, oficinas o establecimientos donde eomercializa

los productos inspeccionados.

Información que debía ser presentada en las oficinas centrales de está Defensoría o remitirla al

correo electrónico ' en un plazo de diez días hábiles contados a partir dei

día siguiente de la impecclón referida. Dicho plazo venció el día 10/11/2023, no obstante, la

proveedora denunciada hasta la fecha de ínteri^osición de la denuncia no remitió la información

solicitada por la Presidencia, sin haber solicitado prórroga de! plazo de entrega.

Respecto a la documentación, se advierte que la denunciada no desvirtuó la veracidad de la

misma, pues teniendo la oportunidad procedimental para ejerctir su derecho de defensa, no

compareció en e! plazo otorgado para ello. En razón de lo anterior se concluye que los citados

documentos, al tener una conexión lógica con ios hechos alegados en Ja denuncia, mantienen la

certeza legal que ostentan.

vi. aMíIsís Wla cx^ÍGíJ^ la'infraccióñ

/I Que con. base en ios elementos probatorios antes señaiados y en vi.rtud que el presente

procedimiento ad,niini.strati:vo sancionador fue iniciado por la supuesbi comisión de la infracción

regulada en el artículo 44 letra :f) de la LPC, por: Negarse a suministrar datos e información

reiacion{ld.a' con la obligación de los proveedores, estableeida en el artículo 7 letra h) de la misma

ley: "Los proveedores que desarrollen actividades de importación, producción, transformación,

almacenamiento, transporte, distribución y comercialización de biems y prestación de servicios

deberán, para no arriesgar la vida, la salud, la seguridad de las personas y el medio ambiente,

observar las núrtnas legales, reglamentarias o técnicas que se dictaren sobre la materia, asi como

facilitar el control, vigilancia e inspección de las autoridades competentes. Especialmente estarán

obligados a: (...} h) Proporcionar a la Defensoría del Consumidor la información que ésta les

requiera para cumplir eficientemente sus funciones", es preciso entonces analizar a la luz de la citada,

nomiativa, si para el caso en específi.co se configura la comisión de tal infracción por parte de la

denunciada.

La obligación regulada en la letra h) del artículo 7 de la LPC, manda expi*esamente a todos los

proveedores de bienes y servicios a proporcionar a la Defetisoría del Consumidor la información que

ésta requiera para cumplir eficientemente sus funciones, y que su mcumpümiento configura la

comisión de la infracción muy grave regulada en el ait. 44 letra {) de la misma ley, con una

consecuencia jurídica estipulada en él artículo 47 de la referida norma -hasta quinientos salarios

mínimos mensuales en la industria—.



Lo anterior, tiene una estrecha vinculación con la facllítaci íegaíiiiente conferida a ¡a befensoría

del ConsiBnidor, en el art. 58 de la LPC, específicaínente en la lera t) de dicha disposición, que

establece: "La Defsnsoría tendrá las competencias siguientes: J) Realizar inspecciones, auditorías y

requerir de los proveedores los informes necesarios para el cumpiimienío de sm funciones ya que

en el rnarco de dicha fecuítad, se requiere a los proveedores que presenten información específica,

con un fundamento determinado para realizar funciones que por ley le competen a dicha institución.

Ahora bien, dentro de los supuestos de Gottíisiófi: de la infracción: muy grave en comento, está

preeisameote el de "Negarse" a entiegar la información —al que se circunscribirá el análisis de la

presente resolución, por tratarse de la conducta tipo denunciada—, que puede entenderse como

impedir o dificultar la consecución de un propósito de la administración, y sucede en dos escenaríoá,

cuando: a) Omüir entregar, sin ninguna cama que le justifique la inf&rmacién que le ha sido

tequerida, ya sea por los deiegados al momento de la mspeceióa, o bien por la Presidencia de la

Defensoría ínediante oficios dirigidos a los proveedores de bienes y servdcios en el marco de sus

funciones, pero que dicha omisión por parte^ de los proveedores no tenga una causa justificada, ni

exista una solicitud por parte del administrado —'presentada dentro Je! periodo otorgado por la

Defensoría del Consumidor para eumpiir con el requerimiento—, de ampliación del plazo para la

entrega de la doeumentación o iníórmación requerida, ya sea porque neccsiia más tiempo para

prepararla y/o recabaria, o porque se encuentra en otra dependencia o otra sede, por ejemplo, y b Vóe

niega expresamente a entregar la información ú documentación, en cuyo caso la proveedora

alegará ios motivos por dicha negativa, supuesto que encaja al tenor literal de lo dispuesto en ta norma

ya citada.

Para el caso.en con.efeto, la, proveedora ao remitió la inf©maaei6.n, solic.itada, ni tampoco consta

prórroga del plazo de entrega.

Al respecto, se debe.meneionár lo dispuesto en el artículo 42 iiic. 2° del Código Civil, el cuai^

establece: "Culpa leve (...) es ¡a falta de aquella diligencia y cuidado qm ios hombres emplean

ordinariamente en sm negocios propios (...) Aunado a lo anterior el inciso 3° del mismo artículo

estipula: "El que debe administrar un negocio como tm buen padre de fámilia es responsable de esta

especie de ctiipa".

Por ello, este Tfibunaí considera que .la proveedora SERVIFRliT CM€í, S.A. de C.V., actuó

i con negligencia m la. gestión de su negocio, .ya que tiene la ob 1 igac ión principal de colaborar con las

' autoridades administrativas -incluyendo a la Defensoría del Consumidor en el ejereiclo de sus

: funciones legalmente conferidas-, entregando en tiempo y forma toda documentación que le sea

requerida conforme a .Derecho, a efectos de garantizar la proteccicSn de ios derechos de loS;

f
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Wsimíd«resViiSiiarios, o bien informando si se encuentra impedida de cumplir con lo requerido o

solieitando una ampliación de plazo para poder cumplir en. legal forma dicha actuación.. No obstante,

en el presente expe-diente no con.sta que la proveedora haya informado a la DeteESoría del
Consumidor sobre algún impedimento justificado para presentar la información, por lo que el actuar

nealígente la denunciada sí configura uno de los supuestos de la comisión de la infracción regulada

en ei art. 44 letra f) de. la LPC por no haber atendido al requerimiento de información que estaba

obligado a cumplir, siendo procedente imponer la sanción coníortne el artículo 47 de la misma ley,

B. Ahora bien, establecida la conducta iiíeita., es i.mpottante hacer referencia al tema de

culpabilidad, así;

El principio de culpabilidad está reconocido por el artículo 12 de la Constitución que prescribe:

[tjoda persona a quien se impute un delito, se presumirá moce.nte mientras no se pruebe su

culpabilidad conforme a la ley y en juicio público, en. el que se le aseguren todas las garantías

necesarias para su defensa», disposición que es aplicable no solo en el ámbito penal, sino ademas en

el administrativo sancionador (senteneia de inc. 3-92 Ac. 6-92 de la Sala de lo Constitucior<al, doce

horas del 17/12/1992).

En este sentido, la Sala de lo Con-stitudonai respecto ai priEcipio de culpabilidad en materia

administrativa saneionadora lia expresado que «[e]l principio de culpabilidad en esta materia supone

e! destierro, de las diversas formas de responsabilidad objetiva, y rescata la operatividad de dolo y la

culpa corno formas de responsabilidad. De igual forma, reconoce la .máx.ima de una responsabilidad

pe.rsonal por hechos propios, y de fo.rma. correlativa un deber procesal de la .Admimstración de

evidenciar este aspecto subjetivo sin tener que utilizar presimciones legislativas de culpabilidad, es

decir, que se veda la posibilidad de una aplicación automática de las sanciones únicamente en razón,

del resultado producido» (sentencia de Inc. 18- 2008 d,e Sala de lo Cotistítucional doce horas ¥ei.nte

m.mutos del 29/04/2013).

Cabe destacar que una dé la sub-categorías o corolarios del principio d.e culpabilidad, es ta

responsabilidad por el hecho o responsabilidad por la acción ilícita como se denomina en la doctrina

administrativa saneionadora. Este p.r¡,neipio implica que la sanción únicamente puede recaer a quien

en fo.rma dolosa o culposa ha participado en los hechos que configuran, una acción ilícita; así lo

expone Nieto al referir que «[ejl gravamen que la sanción representa solo podrá recaer sobre aquellas

[personas] que han participado de forma dolosa o culposa en ios hechos constitutivos de infracción.

Por lo tanto, no es posible exigir responsabilidad por la sota existencia de un vínculo personal con el

actor o la simple titularidad de 1.a cosa o actividad en cuyo marco se produce la infracción. La

exigencia de. individualización de la sanción supone un. veto a la responsabilidad objetiva» [Nieto,



Alejandro. Derecho Administrativo Sancionador, quinta edición totalmente reformada. -Vladrid.

Editorial Tecnos, p. 329, 20! 1],

En este orden, conforme a! principio de ciiípabiiidad solamente responde el administrado por sus

actos propios, de este modo, se repele la posibilidad de construir una responsabilidad objetiva o

basada en la simple relación causal independiente de la voluntad del autor. En congruencia con ío

expuesto, en el .Derecho Administrativo Sancionador, debe respetarse eíprincipio de culpabilidad, de

tai suelte que el elemento índispensáb.le para sancionar un actuar, es la determinación de la

responsabilidad subjetiva. (Sentencia emitida en el proceso 90-2014 por la ,SCA, a las catorce horas

cincuenta y uno minutos de! 24/10/2019).

En relación con ei tema de la responsabilida.d subjetiva de la proveedora denunciada, este

Tribunal considera necesario analizar si ta misma ha obrado dolosa o- cuando menos cii,lpo.sarnente;

es decir, que- la transgresión a la norma haya sido querida o se deba a impmdencia o negli.gencia. Por

tanto, la existencia de un nexo de culpabilidad constituye una condición pa.ra la configuración de las

conductas sancionables.

Sin peijuicio de lo anterior, en el presente procedimiento no hay elementos suficientes como para

detemiinar que tal o.misión haya sido producida de manera dolosa: no obstante, al ser que la

proveedora se dedica a lá comercialización de productos básicos como verduras, fratás y hortalizas,

teniendo el conociniíento de las consecue.ncias jurídicas que ésta eónileva, se denota que el actuar de

la proveedora SER.ViFRLj'r CMG, S,A. de C.V, ha sido de .manera negligente, al no remitir la

información requerida por la Defensoría del Consumidor.

C Ahora bien, este Tribunal considera de suma impo.rtancia prevenir a la proveedo.ra para qu.e

en. futuras oeasíones, cuando la Défensoría del Consumidor realice requeriraieníos de Infotmación,

éstos sean a:tendí.dO:S estrictamente dentro del plazo otorgado para ello, o en su defecto solicitar

■  siempre den.tro de! plíizo inicial coneedido— una prórroga para sa cumpliraiento o exponer las

causales de justo impedimento, si fuere el caso, que imposibiliten atender a lo requerido, pues de no

hacerlo, podría ser objeto de ftituras denuncias ante esta sede,

VM. páRíLvíetros PAfL\ LA dete1miT?^jó^

Corno .se expuso en los acápites precedentes, se estableció por parte de la proveedora denunciada

la comisión de la infracción, .muy grave contenida en. el artículo 44 letra f) de la L..PC, lo cual se

sanciona con multa hasta de quinientos salarios mínimos mensuaies urbanos en la industria (artículo

47 LPC); por ello, es facultad de este Tribuna! determinar la sanción y cuantifloar la multa que

'ti
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corresponda, a ía luz de los parámetros establecidos en la LPC, su regiamente y la jurisprudencia

aplicable.

Así, el. artículo 49 de la LPC establece los criterios para la determinación de la multa, siendo

estos; txrmsño de .ia empresa, el impacto en los derechos del consumidor, ia .natúraleza de! perjuicio

causado o gi*ado de aiectación a la vida, salud, integridad o patrimonio de los consumidores, el grado

de intencionalidad del m.fractor, el grado de partieipación en la acción u omisión, cobro indebido

realizado y las circunstancias en que ésta se cometa, según sea el caso.

A continuación, se concretará cada uno de ellos, en lo aplicable al presente caso:

a. Tamaño de la empresa.

Segim la Ley de Fomento, Proteceión y Desarrollo de ia Micro y Pequeña Empresa (ley Mype)

en su artículo 3 define a las micro y pequeñas empresas de ,la siguiente manera: "Microempresa:

Persona natural, o jurídica que opera en los diversas sectores de ¡a economía, a través de una unidad

económica con un nivel de ventas brutas anuales hasta 482 salarios mínimos Mensuales de rnas'or

cuantía y hasta 10 trabajadores. Pequeña Empresa: Persona natural o Jurídica que opera en ios

diversos .sectores de ¡a economía, a través de una unidad eeonámica con un nivel de venias brutas

anuales mavores a 482 y hasta 4,817 salarios mínimos mensuaies de mayor cuantía y con un máximo

de 50 trabajadores".

A partir del análisis de los doeumentos que constan en el expediente admíflistrativo, no es posible

encajar a la proveedora SERVIFRUT CMG, S.A. de G.V., en ninguna de las categorías antes citadas,

por no contar este Tribunal con !a documentación financiera requerida para efectuar dicho cálculo,

pese a haberse solicitado con anterioridad según consta en !a resolución de inicio del procedimiento

sancionatorio de mérito (fs. i O-12), Es decir, en el presente procedimieo.to administrativo sancionador

la proveedora infractora ha mostrado una conducta procesal que evidencia el incunapllmiento de su

deber a prestar la coiabo.ración que le es requerida para el buen desarrollo de ios procedimientos (a,rt.

17 número 5 de ia LPA), por haber omitido presentar la mformación solicitada por esta autoridad

sancionadora, a efectos de establecer la capacidad económica que tiene para asumir la multa.

Consecueiitemente, este Tribunal se ve impedido de clasificar a la proveedora d.e conformidad a

los parámetros del artículo 3 de la Ley MYPE. Pese a lo antes indicado, con el objeto de cumplir su

obligació.n de'resolver, de conformidíid a los principios que rigen el íus puniendi, se realizará una

interprétación pro administrado, por lo que, únicamente para los efectos de la cuantiticacion de la

milita, este Tribunal procederá a considerar ,a la proveedora como una microempresa, guardando e!

equilibrio entre la finalidad disüasoria de la sanción pecuniaria y el principio de proporcionalidad de

dicha medida.
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b. Grado- de mtencionaíidad del infracior,' " ~

Este rribunal considera este eiemento en el sentido de analizar si eíproveedor faa obrado dolosa
o cuando menos culposamente; es decir, que la transg{*esión a la norma haya sido querida o se deba

a imprudencia o negligencia del proveedor. Por tanto, la existencia de un nexo de culpabilidad
constituye una condición para la cottfigüraciótt: de la conducta saíicionaWe.

En reiteradas ocasiones este Tri,bunal ha establecido a través de sus resoluciones, conforme a lo

dispuesto en el artículo 40 inciso segundo de la LPC, que las infracciones adinínistrativas son

sancionables aun a titulo de simple negligencia o descuido. En ese orden, def análisis de los hechos

y documentación agregada al expediente, este Tribunai deterininó- una actuación negligente por parte
de la proveedora, pues como propietaria del estableGimiento, es ía principa! respoiisabie de adoptar
las medidas necesarias a efécto de dar cumplimiento a las obligaciones que Impone la ley de la

materia, como lo es el de brindar de forma completa y veraz la informacióo. que le sea requerida por

autoridad competente, en el eumpLimiento de sus fonciones.

Por otra parte, y de contorniidad a lo dispuesto en el áxtículo 42 inc, 2° del Código Civil, según

el cual; Culpa leve (...) es la jaita de aquella diligencia y cuidado que h.s hombres emplean

ordinariamente en sus negocios propíos así como a lo estipulado en e! inc. 3® del mismo

artíeuló: E.l que debe administrar un negocio como un buenpádré de familia es responsable de esta

especie de etdpa 'í y a lo señalado en el artículo 947 del Código de Comerció, relativo a que: "Las

ohligacioms mercantiles deben cumplirse con la diligencia de ua buen comerciante en negocio
propio Por lo que, en ef presente caso, se coníigurt plenamente mía conducta negligente por parte

de la proveedora, por no haber atendido con la debida diíigcaeia su. negocio, incumpliendo así su

obligación como eomerciante.

Asi, en- el presente procedim.lento se comprobó que la proveedora incurrió 6.0 la ÍQffaccíó&

regulada en el artículo 44 letra .fj de la LPC, actuando con negligenciü, ya que se negó á suministrar

en el tiempo estipuiailv» para ello, datos e intbmiacion requerida por ía Oeienson'a del Ccn.sumidor

en cumplimiento de sus funciones de información, vigilancia e inspección, con el objetivo de verificar

ei cumplimiento de las obhgaeio,nes que la LPC le impone, a lia de evitar, en perjuicio de los

consumidores, el desequilibrio en ios derechos y obligaciones d© las partes,

c. Grado de participación en la acción u omisióm

A partir de un examen del presente expedíeo.te administrativo, queda demostrado que ei grado

de particípaeió,n en, la comisión de la inífacción por parte de la proveedora es directa e individual,

pues se acreditó que no remitió la información que le fue requerida por la Defensoría del Consumidor

en el tiempo establecido para ello, por tanto ía proveedora meuraplló la obligación establecida en el
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articulo 7 letra hi de la LPC, que consigna; k Proporcionar a la Defcmoría del Consumidor

la información que ésta les requiera para cumplir eficientemente sus funciones", lo cixal pudiese
afectar derechos e intereses difiisos de los consumidores en razón de el bloqueo interno que se registro

en las vías de comunicación terrestre de la República de Guatemala.

d. Impacto en los derechos del consumidor y tmíuraleza dei perjuicio ocmiomdú.
En el caso concreto, es pertinente señalar que la infracción adíiiimstrativa relativa a Obstaculizar

las funciones de información, vigilancia e inspección de la Dejensorta del Consumidor, o Negarse a

summistmr datos e mformación requerida em cumplimiento de talesfunciones (resaltado es propio 5

---artículo 44 tetra f) de la LPC—, pone en riesgo inminente ei derecho a la alimentación adecuada

de los consumidores, puesto que, si bien no se coníiguró un daño concreto a una persona en particular, ̂

este Tribunal reafirma que la acción que configura la infracción ocasionó una afectación directa sobre

el último eslabón de la cadena de valor del mercado de aliineníos, es decir, ios consumidores íinales.

porque al no proporcionar en la íbrma que ie fue requerida la información sobre dichos productos,

negándose a colaborar con tas fimciones de infomiacióii, vigilancia e inspección que realiza la

Defensoría del Consumidor, se dificulta evitar el alza de precios, afectando el poder adquisiti vo ÍTente

a la oecesidad de tales servicios,

Y es que, de confotniidad a lo eslablecido por la Sala de lo Coníeíicioso AdMiiiistraíivo eofola

sentencia defíBÍtiva de referencia 416-2011, pronunciada a las qoince horas con catorce minutos del

día 21/12/2018: ''En las infracciarm de peligra absiraetú, el legisladúp aiendiendo a la experiencm,

advierte urm peligrosidad general de la acción típica para un determinado bien jurídico, a partir de

una vaiaración prohakilística, por lo que can la tipificación se dispone adelantar la barrera de

protección sancionando el accionan sin esperar la realización de un peligro cúnereto de una persona

determinada o de la lesión efectiva ta infracción cometida al a rtículo 44 letra f) de la LPC,

constituye una infracción de peligro abstracto.

Es por ello que este Tribunal reconoce que, al existir una estrecha relación del deber

coiistitiiciooal del Estado Salvadorefio de velar por el resguardo a la salud y economía de los

consumidores, y el deber constitueional que tiene la Defensoría del CoiisiiiBidor de proteger la salud ¡

de todos los consumidores en el marco para prevenir el alza injustificada, y especulaciones de precios

de los productos alimenticios como verduras., frutas y hortalizas ante el bloqueo interno registrado en

las vías de comunicación terrestre de (juatemaia, se debe, en aplicación del principio de

proporcionalidad, realizar una ponderación de la gradual idad de la coaiitíflcación de la multa

pecuniaria acorde con la afectación ocasionada a los consumidores.
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Lobm mdeiidú reahzado, las circunsíamim em que esta se comete}> ¿{ bemflcio qm
úMiene el infracíún '

^  ̂ Este partoetro será considerado según lo establece la Sala de ¡o Constitucional en la sentencia
de mcon^ucronalidad da 1:09-2013 de fecha 14 de enero de 2016, en la que señala que uno de
os actores de dostmetría punitiva es: 'Y-.; el beneficio que. M ocosa, obtiene el infractor con el
íít ío , CuníonBc a dio, debemos tener en cuenta el posible beneficio que la proveedora pudo haber
o rlenidG, al negarse a proporcionar la información que le fee requerida en el marco de las fimciones
de míormación, vigilancia e inspección de la Defensoría del Consumidor. ■

Ahora bitn, en e! presente caso se observa la concurrencia de situaciones en las que puede
estimarse un^siWe beneficio ilícito generado por la infracción, pero éste resulta sustantivameme
ím.t.nci al daño ocasionado por la infracción. En esta situaciiin, una multa basada estrictamenfe en el
beneficio potencial podría resultar desproporcionadamente baja con relación, a la gmvadad del daño
generado por, la míiacción. \ es que, se ha comprobado que la ítiíracción cometida es capaz de afectar
lé ccGíiomía y salud, de .los coBsuni.ido.ré$..

Cabe precisar ep.onoes q.,e en al ca,,o ele nrérito k malta a imponer no ae romarí en cuenta k
cuantía del posible beneficio ilícito que obtendría la proveedora, eu tazón de que „„ remitió I.
intormacon requerida, lo cual resulta difícil calcular el beneficio poteneiataente ilícito, en su
detecto, se optará por ealeiüar la mulla sobre la base del daño potencial causado por la cotnisión de
la ínf race ion.

En ortos témtmos. en el presente caso el posible beneficio ilícito generado por la infracción
podna ser calculado a partir de potenciales hallazgos documentados. s,„ embargo, «i ha establecido
a parlar de la documentación remitida por Presidencia, que k ptoeeedora no entregó en tiempo la
mlonnaoton que le fue requerida en el ejercic.o de las fiineiones de vigilancia e inspección la
Detensoria del Consutnidor, por lo cual este Tribunal estitna que =1 daño potencial ocasionado e„ k
«da de los consutnidores es grave y debe ser tomado en considetadón como criterio pata !a
deternunacón de la multa, pues se ha evidenciado un quebrantamiento al limite míximo permitido
al agtrnte económicG para cGnipetir en beneficio del consumidor.

V es que, k fiscalizaeión de las proveedoras se realiza con la finalidad de pmteger ios derechos
dejos consumidores y usuarios evitando se generen perjuicios en contra de ellos, cuya afectación
perjudtca la economía en general. En ese sentido, se tiene que el Estado interviene infomtando;
vigilando e iuspecconando. por e.,trido interés ptlblico de protección a los consumidores, los cuales
de otro modo se ven afectados, generándose también un perjuicio para todo el sistema de salud y
ecoti.óm.Í€o...
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o mediata perseguida con ¡a imposici(m de la sanción.
Mediante la multa impuesta, este órgano preteode disuadir a la proveedora denunciada,

SERVIFRUT CMG, S.A. de C.V,, que ha cometido la infracción descrita en el artículo 44 letra f) de
ta LPC, con el fin, de evitar futuras conductas prohibidas en detrimento de los consumidotes v qu»^
adopte las medidas necesarias a efecto de dar cumplimiento a las obli,gaciones que le impone la L.PC.

Es menester se,ñalar que este Tribunal, con la imposición de la sanción -^-milita—, busca prevenir
íuturos mciimplita.ientos a la L,PC, como el que nos ocupa, máxime cuando todo proveedor se
encuentra en. la obiigación, de proporcionar la información que se le requiera por parte de la
Defensoría del Consumidor, en el ejercicio de sus funciones de informac.íón, vigilancia e i.nspeccion,

situación que no consta acreditada en el presente caso, con el tin de saitteguardar el interés genetai.
\^Í. DETFJRJÍÍÍÑMTOÑ DÉ LÁSÁÑC.Í6n \ CFAÑ 1ÍFICA,CI5Ñ DE LA ML'LTA
HsteTribunar'fcaÉuso de la~sana crítica -artículo lio me d-" de la LPL— y habiendo efectuado

una valoración conjunta de los criterios establecidos en el articulo de la L,PC ---desarrollados en'
el apartado anterior , procederá a realizar el cálculo de la multa a imponer a la infractora;
SERVIFRUT CMG, S..A. de C.V., pues se ha determinado que éste se negó a suniinistrar datos e;

infonnación requerida en cumplímienío de las funciones de i,n,formadón, vigiianc,!a e inspección de
la Defensoría del Consumidor en relación al articulo 7 letra h) de ,1a misma nomiativa.

En tal sentido, habiendo concluido que la infracción cometida está tipificada en la L.PC como
infracc ión muy grave; que la proveedora es utia. persona Jurídica cuya capacidad econo.mica, para
efectos de este procedimiento --por presunción—, es la de una mkroempresa; que en, razón del
grado de intencionalidad de la conducto cometida por la infractora, no se acreditó el dolo sino
negligencia; que esta con:travi,no las prohibiciones reguladas en la .LPC, oegán,dose a sumimstrai
datos e información requerida en cumplimiento de las funciones de mfbrmación, vigilancia e
inspección de la .Defensoría del Consumidor; y finalmente que omitió cumplir su obligación de
remitir la información tributaria y financiera, según lo relacionado en la letra & del romano Vil.

En linea con lo expuesto, es necesario señalar, que el principio de ra.2onabÍiidad establece que
las decisiones de la autoridad deben adoptarse dentro de los límites de sus facultades y manteniendo

la proporción entre los medios a emplear y ios fines públicos que debe tutelar. En consecuencia, este
Tribunal considera que en ei presente procedi.miento admimstrativo sancionador, resulta pertinente
■fijar una multa cuya cuao,tía resulta idónea, necesaria y proporcional para ia consecución de ios f.t,nes.
constitucionalmen-te Leg-frimos -Hífecto disuasorio , previniendo así, situaciones en, donde, ta
comisión de las conductas prohibidas por parte de los sujetos infractores resulta más bene.tlciosa que
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el cumplimiento de la notma misma, Ío cual a su vez podría üevár a mcumplir la finalidad cíe tutela

de los dereclios de información y económicos de los consumMotes.

Por consiguiente, y coníorme a! análisis antes expuesto, considerando los principios de

disuasión, proporcionalidad y razonabilidad que deben sustentar la imposición de la sanción, y de

conform.idad con lo regulado en el artículo 139 número 7 de la LPA este Tribunal Sancionador ha

decidido imponer a la proveedora señora SERVIFRUT CMG, S.A, de C.V., multa de DOS MIL

NOWCIENTOS VEINTE DÓLAMES DE LOS ESTADOS UNIDOS DE AMÉRICA

($2j920.01>), equivalentes a ocho meses de salario mínimo mensual urbarjo en la industria, por la

comisión de la iníraccióix regulada en el artículo 44 letra f) de la LPC por negarse a suministrar datos

e íntormácíón requerida en eumplímiento de las funciones de información, vigilancia e inspección

de la Defensoría del Consumidor.

Establecido lo anterior, es menester señaiar que la multa impuesta representa el 1.6% dentro del

margen máximo estipulado por ley como consecuettcia de la comisión de tal infracción quinientos

salarios mínimos meiisualés urbanos en la industria—, siendo ajuicio de este Tribunal, proporciona!

a la gravedad que comportan los hechos denunciados según las circunstancias objetivas y subjetivas

previamente analizadas.

^  ix"^ ""DEOSION"" ■ '
Por tanto, sobre la base de lo anteriormente expuesto y con fúndamento en los artículos 1 1, ¡4,

101 inciso 2° de la Constitución de la República; 7 letra h), 44 letra f), 46,47, 49, 58 letra:(), 83 letra

b), 144 y siguientes-de la LPC; y 112,139 y -lS4de laEPA, este Tribunal RESUELVE:

A. Sanciónese a la proveedora SERVIFRUT CMG, S.A. de C.'V., con la cantidad de DOS MIL

NOVECIENTOS WilNTE DÓLARES DE LOS ESTADOS UNIDOS DE AMÉRICA

($2,.920.00), equivalentes a ocho mése.s de salario mínimo mensual urbano en la industria—

D.E. N'dt) del b7'Ü7,2Ü31, publicado en el I),0. Tomo 432 - . en cnmcpto de

multa por la comisión de la infracción regulada en el artículo 44 letra f) de la LPC por negarse

a suministrar datos e informacicm requerida en cumplimiento de las funciones de

información, vigilancia e inspección de la Defensoría del Consumidor, confomie al análisis

expuesto en el romano VI de la- presente resolución y con fiindamen-to en las disposiciones

legales precítadás. -

Dicha multa debe hacerse efectiva en la Direeción General de Tesorería del Ministerio de

Hacienda, dentro de los diez días hábiles siguientes al de la HOtificación d-e esta

resolución, debiendo comprobar a este Tribunal su cumpiimiento dentro de! plazo indicado;



X

caso contrario, ia Secretaría de este Tribunal certifieará ¡a presente resolnción para ser

remitida a la Fiscalía General de la República para su ejccnció» forzosa.

jS, Hágase del conocimiento de ios intervinientes, en cumplimiento al aFticiilo 1.04 de la LPA,

que la presente reaolucíón al ser emitida en un procedíntiento simplificado, no admite recurso

de reconsideración, de conformidad con lo expuesto en el artículo 158 N" 5 de la LPA.

C Notifiqtme.

/
/ ̂

..x?.

José Leoisick Castro

'^rosideíite

9

Juan Carlos Ramírez Cieofaegos
SeguB-do vocíl

I J^ezelaya 'Jdaléodez
Primer|vocal.

fROMNCLiDA POR .rOS^ÍEMBROS DEL TRIBUNAL SANCIONADOR ' DE LA
DFn nsorIa del con§;«mi»or que la suscriben.

FJ/MIF

Secret; Úm Tribima! Sáimoiiador
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